
HONORABLE SENADO: 

    Vuestra Comisión de Legislación General ha 

considerado el Proyecto de Ley, contenido en el Expte. N° 11234, autoría del 

Superior Tribunal de Justicia, por el cual se modifica la Ley N° 9.861 y se 

crea el Procedimiento Penal para menores de 18 años, y por las razones que 

dará su miembro informante, aconseja su aprobación con las modificaciones 

introducidas. 

 

LA HONORABLE LEGISLATURA DE LA PROVINCIA  

 

DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE 

 

L   E   Y 

 

 

 

 

ARTÍCULO 1º: Modifíquese el Capítulo III, artículos 77º a 81º, de la Ley N° 

9861 e incorpórense a la misma los Capítulos IV a XI, artículos 82º a 125º; los 

que quedarán redactados de la siguiente manera:  

“CAPÍTULO III 

DEL PROCEDIMIENTO PENAL APLICABLE A LAS PERSONAS MENORES DE 18 

AÑOS DE EDAD. 

ÁMBITO DE APLICACIÓN 
Artículo 77°: El presente régimen procesal penal es aplicable a todo adolescente mayor de 

catorce (14) y menor de dieciocho (18) años de edad al momento de la comisión de un 

hecho tipificado como delito en el Código Penal de la Nación, en la jurisdicción territorial 

de la provincia de Entre Ríos.                                                                                                 

Los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciséis (16) años de edad 

únicamente podrán ser sujetos a proceso penal por delitos dolosos que se perpetraren 

contra la vida, contra la integridad sexual, lesiones graves y gravísimas, y/o cometidos con 

armas y demás supuesto previstos en el capítulo IX de la presente ley.- 

 

Artículo 78: APLICACIÓN  SUPLETORIA  DEL  CÓDIGO  PROCESAL PENAL. 
Es  de aplicación  supletoria  a  la  presente  normativa,  el  ordenamiento procesal  

penal  vigente  en  la  provincia  en  todo  lo  que  no  esté específicamente  

reglamentado  en  esta  ley,  en  la  medida  que aquella  legislación  procesal  no  

contradiga  o  entre  en  conflicto con  los  principios  y  bases  fundamentales  del  

sistema  de promoción  y  protección  integral  de  los  derechos  de  los  niños, 

niñas  y  adolescentes.-  

  

Artículo 79º: PRESUNCIÓN DE EDAD. Si existieran dudas respecto de la edad de las 

personas al momento de la comisión del delito, se presume que es menor de dieciocho (18) 



años hasta tanto se pruebe fehacientemente lo contrario, quedando comprendida en las 

disposiciones de la presente ley.- 

 

ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIA 
Artículo 80º: El juez de Garantías con competencia especializada, ejercerán el control de 

legalidad y de legitimidad constitucional de la investigación dirigida por el fiscal con 

competencia en la materia, en relación a los delitos atribuidos a adolescentes destinatarios 

de la presente ley.  

En ningún supuesto se aplicarán medidas de protección en el proceso penal. Estas deberán 

ser encuadradas conforme las disposiciones de la Ley Nº 26.061 y concordantes de este 

cuerpo legal.- 

 

Artículo 81°: El juzgamiento oral en única instancia de los adolescentes acusados de un 

delito, estará a cargo del juez o tribunal con competencia especializada. 

El juzgamiento versará sobre la responsabilidad penal, y en su caso, en audiencia aparte, 

la necesidad o no de aplicar una sanción. 

El Juez que intervino en la etapa de investigación penal preparatoria no podrá actuar en la 

etapa de juicio.- 

 

Artículo 82º: PARTICIPACIÓN CONJUNTA DE MENORES Y MAYORES DE 

DIECIOCHO (18) AÑOS DE EDAD EN EL DELITO. Cuando en relación a los mismos 

hechos penales hubieran participado conjuntamente personas menores y mayores de 

dieciocho (18) años de edad, serán competentes para  entender en la  investigación del 

hecho los jueces de garantías y de juicio establecidos en el Código Procesal Penal. 

En aquellos supuestos que se declare al adolescente autor penalmente responsable del 

hecho, el juez o tribunal de juicio remitirán las actuaciones al juez penal competente en la 

materia, quien  llevara a cabo la audiencia integrativa de sentencia a los fines de resolver 

la necesidad de aplicar o no una sanción conforme lo establecido en el capítulo VIII de 

este cuerpo normativo.- 

 

Artículo 83º: CONTRAVENCIONES. La justicia penal de niños y adolescentes no será 

competente en materia contravencional cuando la persona menor de 18 años de edad 

estuviere incursa en una conducta calificada como contravención, y ésta pudiera 

representar un riesgo para sí o para terceros, la autoridad preventora deberá comunicar 

de inmediato a sus referentes legales y al organismo administrativo, a efectos que el mismo 

adopte las medidas de protección respectivas, si correspondieren. 

En ningún caso la autoridad policial podrá demorar o privar de libertad a personas 

menores de edad en materia contravencional. 

Cualquier demora o incumplimiento injustificado en el procedimiento establecido en el 

presente artículo será considerado como falta grave del funcionario interviniente.-  

 

CAPÍTULO IV 

PARTES 
Artículo 84º: Serán partes esenciales en el proceso penal el adolescente al que se le 

atribuye el delito, el defensor, el fiscal con competencia en la materia, el representante del 

ministerio pupilar y el equipo técnico interdisciplinario.- 

 



Artículo 85º: EL ADOLESCENTE SUJETO A PROCESO PENAL. Se considerará 

sujeto a proceso penal a todo adolescente entre los catorce (14) y dieciocho (18) años de 

edad que en cualquier acto o procedimiento se lo sindique o detenga como autor o 

partícipe de un delito, conforme  lo establece en el Capítulo I de la presente ley.- 

 

Artículo 86º: DEFENSOR PENAL DE ADOLESCENTES. Desde el inicio de la 

investigación y durante todo el proceso, el adolescente deberá ser asistido por un defensor 

especializado oficial o particular. A este le concierne la asistencia técnica y la defensa de 

sus derechos e intereses. Deberá entrevistarse inmediatamente con el sindicado, se 

encontrare o no detenido, y se le notificarán previamente todos los actos procesales que 

puedan afectar sus derechos y garantías, bajo pena de nulidad.- 

 

Artículo 87º: FISCAL DE ADOLESCENTES. El fiscal con competencia en la materia, 

tendrá a su cargo la dirección de la investigación de los delitos atribuidos a personas 

mayores de 14 años o menores de 18 años de edad conforme la presente ley.    

El fiscal que actuó en la etapa de investigación penal preparatoria deberá intervenir en la 

etapa de juicio.  

Asimismo le corresponderá:   

  a. Procurar salidas alternativas al proceso penal y/o a la sanción; 

b. Aplicar criterios de oportunidad establecidos en la presente ley;                   

c. Realizar las funciones que ésta y otras leyes le asignen al Ministerio Público 

Fiscal.- 

 

Artículo 88º: EL MINISTERIO PUPILAR. Deberá intervenir en los procesos penales por 

delitos en los cuales resulte imputado o víctima una persona menor de 18 años de edad. 

Éste velará por el efectivo ejercicio de los derechos y garantías que asisten al adolescente.- 

 

Artículo 89º: EQUIPO TÉCNICO INTERDISCIPLINARIO. Intervendrá en los 

supuestos establecidos en la presente ley a través de la elaboración de dictámenes no 

vinculantes, efectuando las sugerencias adecuadas a cada caso. 

Deberán ser especializados en materia penal de adolescentes y estarán integrados por 

profesionales de la psicología, del trabajo social y la psiquiatría u otras especialidades 

que se consideren con incumbencias en la temática.                                                                   

La actuación de los profesionales que lo conforman seguirá una metodología propia de 

acuerdo a la especificidad de su disciplina y se encuadrará dentro de los respectivos 

códigos de ética vigentes.- 

 

Artículo 90º: REPRESENTANTES LEGALES O REFERENTES DEL 

ADOLESCENTES. Los representantes legales o referentes del adolescente tendrán 

derecho a participar en las actuaciones y podrá requerirse su presencia en defensa de los 

intereses de éstos. Los jueces podrán denegar, limitar o restringir esta participación si ella 

fuera contraria a su interés superior.    

Los responsables o referentes del adolescente y el organismo administrativo de protección 

tendrán derecho a acceder a la causa, sin que por esto sean considerados parte.- 

 

CAPÍTULO V 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS PROCESALES RECTORES 



DEL PROCESO PENAL 
Artículo 91º: El Estado Provincial garantizará al adolescente imputado o acusado de la 

comisión o participación en un hecho que la ley tipifica como delito, los siguientes 

principios, derechos y garantías: 

  a. A ser investigado y juzgado por un órgano judicial con competencia y formación 

especializada en la materia, independiente e imparcial; 

b. A no ser juzgado sino por acciones u omisiones tipificadas como delito en una ley 

anterior al hecho del proceso, que permita su conocimiento y comprensión como tales; 

c. A que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad a través de 

una sentencia firme de condena, debiendo ser tratado como tal durante todo el proceso; 

  d. A no ser sometido a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes; a no ser 

obligado a declarar contra sí mismo, ni constreñido a participar coactivamente en actos de 

contenido probatorio; 

  e. A ser informado por toda autoridad interviniente de los motivos de la 

investigación y de la autoridad responsable de la misma, de los hechos que se le atribuyen, 

su calificación legal y las pruebas existentes en su contra, de su derecho a no declarar 

contra sí mismo, las medidas de coerción que se adopten y plazo de duración y a solicitar 

la presencia inmediata de sus padres, responsables o referentes y de su defensor; 

f. A que sus responsables legales o referentes sean informados de inmediato en caso 

de aprehensión, el lugar donde se encuentra, hecho que se le imputa, juzgado y organismo 

policial interviniente; 

g. A nombrar abogado defensor, por sí mismo o a través de sus representantes 

legales o referentes, desde la existencia de una imputación en su contra, con independencia 

de que se haya o no dado formal iniciación al proceso, siendo inviolable el derecho a la 

defensa y las garantías del procedimiento; 

h. En caso de duda deberá estarse siempre a lo que sea más favorable para el 

adolescente. Deberá acudirse a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva, 

cuando se trate de reconocer derechos protegidos e inversamente, a la norma o a la 

interpretación más restringida cuando se trate de establecer restricciones permanentes al 

ejercicio de los derechos de los adolescentes sometidos a un proceso penal;                                                     

i.  A no declarar durante todo el proceso y a no ser llamado a tal fin por ninguna 

autoridad, pudiendo ser oído personalmente por el juez y/o fiscal interviniente y 

únicamente en caso de ser expresamente solicitado por el adolescente, contando para ello, 

bajo pena de nulidad, con la presencia de su defensor;             

j. Tendrá derecho a presentar su descargo por escrito. El adolescente podrá prestar 

declaración, verbal o escrita, en cualquier instancia del proceso, debiendo ser ella 

recibida, bajo pena de nulidad, previa asistencia técnica; 

k. En ningún caso el adolescente será sujeto a interrogatorio por parte de 

funcionarios policiales o administrativos acerca de su participación en los hechos 

investigados, ni se dejará constancia alguna de sus manifestaciones, sean espontáneas o 

requeridas por esas autoridades; 

l. La persona menor de dieciocho (18) años tiene derecho a ser juzgada en un plazo 

razonable, sin dilaciones injustificadas o indebidas. El plazo de duración del proceso 

deberá respetar el principio de máxima brevedad y celeridad.- 

 

Artículo 92º: APREHENSIÓN SIN ORDEN JUDICIAL. La aprehensión de un 

adolescente sin orden judicial solo procederá excepcionalmente cuando fuere sorprendido 



in fraganti en la comisión de un hecho calificado por la ley como delito y sólo cuando fuere 

absolutamente indispensable para hacer cesar los efectos del ilícito, siempre que se 

constatare la plena existencia del hecho y la probabilidad de su participación responsable. 

Su aprehensión tendrá lugar al sólo efecto de conducir en forma inmediata al  adolescente 

ante el fiscal para que resuelva sobre su situación. Si resultare imposible instrumentar esta 

medida con la inmediatez requerida, la persona menor de edad aprehendida deberá 

permanecer en una unidad especial para adolescentes, hasta tanto pueda ser trasladada, 

sin superarse en ningún caso el plazo máximo de 24 horas desde la aprehensión. 

La formulación de cargos al adolescente aprehendido en flagrancia se llevara a cabo ante 

el Juez de Garantías competente, siguiendo el procedimiento previsto en la Sección I del 

Capítulo III del Código procesal Penal de la Provincia de Entre Ríos.- 

 

CAPÍTULO VI 

INVESTIGACIÓN PENAL PREPARATORIA 
Artículo 93º: NORMAS FUNDAMENTALES. La autoridad policial deberá poner el 

hecho en conocimiento del fiscal en un plazo máximo de dos (2) horas después de 

practicada la detención. 

La permanencia de los adolescentes en las dependencias policiales no podrá exceder el 

plazo máximo de veinticuatro (24) horas. Superado este plazo, deberá ordenarse su 

inmediata libertad. Se prohíbe toda forma de incomunicación de la persona menor de edad 

y en ningún caso el adolescente podrá estar alojado con personas detenidas mayores de 

edad.- 

 

Artículo 94º: La policía o el organismo de investigación deberán dar aviso fehaciente 

dentro de las dos (2) horas a los responsables legales o referentes del adolescente, al 

defensor y al ministerio pupilar, indicando el motivo de la aprehensión, el lugar donde se 

encuentre o el sitio donde será conducido, el que deberá ser siempre especializado.- 

 

Artículo 95º: APERTURA DE LA INVESTIGACIÓN. El agente fiscal al ordenar la 

apertura de la investigación, dispondrá en forma inmediata la comprobación de la edad de  

quien se alegue haber infringido la ley penal, practicará las diligencias pertinentes a fin de 

establecer si existiere un hecho delictuoso, las circunstancias del mismo, e indicios o 

evidencias para promover la acción penal.- 

 

Artículo 96º: SITUACIÓN DEL ADOLESCENTE. El fiscal, desde que el adolescente es 

puesto a su disposición, deberá decidir respecto a su situación, sea disponiendo su entrega 

inmediata a sus responsables legales o referentes y/o solicitando una medida de coerción 

procesal al juez de garantías. En este caso, el juez deberá resolver sobre la situación del 

adolescente y la medida solicitada, en audiencia con éste, su defensor, el ministerio pupilar 

y el fiscal. La medida podrá ser recurrida por las partes.- 

 

Artículo 97º: AUDIENCIA DE IMPUTACIÓN. Cuando de los elementos reunidos en la 

investigación, surja sospecha suficiente que el adolescente investigado fuera autor o 

partícipe de un delito, se procederá a convocar a las partes a la audiencia de imputación. 

De la convocatoria serán notificados los responsables legales y/o referentes de la persona 

menor de edad.- 

 



Artículo 98º: El fiscal en la audiencia de imputación deberá: 

a. Informar al adolescente, directamente y sin demoras los hechos que se le 

atribuyen, su calificación legal, las pruebas existentes en su contra y los derechos y 

garantías enunciadas en la presente ley. Esta información se deberá brindar en forma 

clara, precisa y en un lenguaje que pueda comprender, evitándose el uso de tecnicismos 

legales; 

b. El interrogatorio en la audiencia de imputación es eventual y sólo procede si el 

adolescente presta su conformidad, según lo establecido en esta ley.- 

 

Artículo 99º: Previo a la audiencia de imputación el equipo técnico interdisciplinario 

intervendrá a los fines de la elaboración del examen mental.- 

 

Artículo 100º: CRITERIOS DE OPORTUNIDAD. El fiscal, fundadamente, en cualquier 

etapa del proceso, podrá aplicar criterios de oportunidad renunciando total o 

parcialmente al ejercicio de la acción penal, limitarla a uno o varios delitos o a alguna de 

las personas que hayan participado en el hecho, cuando: 

a. Por su insignificancia, circunstancias y consecuencias, lo exiguo de la 

participación del adolescente o su mínima culpabilidad; 

b. El adolescente, como consecuencia del hecho, haya sufrido un daño físico, 

psíquico o moral grave; 

c. La sanción correspondiente al delito de que se trate, carezca de importancia en 

consideración a una pena ya impuesta por otro delito; 

d. Se estime que el procedimiento penal pueda causar al adolescente un daño 

mayor que el producido por el delito. En estos supuestos el fiscal podrá solicitar la 

Remisión de casos conforme lo establecido en el Capítulo X de la presente ley.  

Las circunstancias señaladas en este artículo serán siempre valoradas en la forma más 

favorable para el adolescente.- 

 

CAPÍTULO VII 

MEDIDAS DE COERCIÓN PROCESAL 
Artículo 101º: Las medidas de coerción procesal tendrán carácter excepcional. Única y 

fundadamente podrán ser decretadas cuando se presuma  que el adolescente intentará 

eludir la acción de la justicia o entorpecer las investigaciones y el hecho imputado pudiere 

ser sancionado con pena privativa de la libertad.  Podrán decretarse las siguientes 

medidas:  

a. Abstenerse de concurrir a determinados lugares o tomar contacto con 

determinadas personas; 

b. Comparecer periódicamente al juzgado, fiscalía, unidad judicial o autoridad que 

se disponga; 

c. Privación de libertad provisional domiciliaria; 

d. Privación de libertad provisional durante el fin de semana  en centro 

especializado que determine el organismo administrativo de niñez y adolescencia; 

e. Privación de libertad provisional en centro especializado que determine el 

organismo administrativo de niñez y adolescencia.- 

 

Artículo 102º: PRIVACIÓN DE LIBERTAD DURANTE EL PROCESO. 

EXCEPCIONALIDAD. La privación de libertad durante el proceso tendrá carácter 



excepcional y sólo será ordenada como medida de último recurso, luego de descartar toda 

posibilidad de aplicación de otras medidas menos gravosas y siempre que resulte 

absolutamente indispensable a los fines de la aplicación de la presente ley. En ningún caso 

podrá exceder el plazo de tres meses, debiendo cumplimentarse en un centro especializado. 

Solo podrán prorrogarse cuando las circunstancias concretas de la causa permitan 

presumir, fundadamente, que persiste el peligro de fuga o resten medidas probatorias que 

cumplir y la imposibilidad de producirlas con el adolescente imputado o acusado en 

libertad. 

Cuando se prive de libertad a un adolescente imputado o acusado de infringir leyes 

penales, el juez o tribunal  deberá  revisar cada treinta días si los motivos que 

originariamente fundaron la privación de libertad aún subsisten.- 

 

Artículo 103º: Serán nulas y deberán cesar en forma inmediata todas las medidas de 

coerción procesal que se adoptaren cuando se probare la inexistencia del hecho, que el 

mismo no constituye delito punible o no hubiere pruebas de autoría o participación del 

adolescente. Toda resolución que imponga una medida de coerción procesal podrá ser 

recurrida.- 

 

CAPÍTULO VIII 

REGLAS ESPECIALES PARA EL JUICIO 
Artículo 104º.- NORMAS FUNDAMENTALES. El debate tramitará conforme a las 

siguientes reglas especiales: 

a. ACTOS PRELIMINARES: Previo a la realización de la audiencia de debate el 

juez o tribunal dará  intervención al equipo técnico interdisciplinario  para que éste emita 

un dictamen respecto a las condiciones psicosociales que hacen a la singularidad del 

joven, grupo familiar y contexto en el que se desenvuelve.  

b. AUDIENCIA DE DEBATE: Se realizará en el día y hora señalados y serán de 

carácter reservado las actuaciones que se efectúen en la audiencia, salvo que sea el propio 

adolescente quien solicitare la publicidad del proceso en el que participare en calidad de 

acusado. Después de verificada la presencia de las partes y demás interesados que deban 

asistir a la audiencia, el juez o tribunal declarará abierto el debate e informará al acusado 

sobre la importancia y el significado del mismo, procediendo a ordenar la lectura de los 

cargos que se le atribuyen. Concluida la lectura, el juez o tribunal explicará al adolescente 

de manera clara, precisa y en un lenguaje que el adolescente pueda comprender, los 

hechos que se le atribuyen, su calificación legal, las pruebas existentes en su contra y los 

derechos que le asisten. 

El juez o tribunal invitará al adolescente acusado a que esté atento a todo lo que se 

desarrolle en la audiencia y le instruirá sobre la posibilidad de preguntar y repreguntar a 

testigos, peritos, intérpretes y todo aquel que aporte datos durante el debate. 

En la audiencia de debate solo se tratará la cuestión atinente a la responsabilidad del 

adolescente y calificación legal del hecho.  

En aquellos supuestos que se declare al adolescente autor penalmente responsable del 

hecho, el juez o tribunal podrá aplicar cualesquiera de las medidas judiciales previstas en 

esta ley.-  

 

Artículo 105º: PAUTAS PARA LA DETERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS 

JUDICIALES. Las medidas judiciales consistirán en la determinación de obligaciones o 



prohibiciones que se impondrán al adolescente en la sentencia por el juez o tribunal. Su 

finalidad será primordialmente inclusivas y/o integrativas  y se complementará, según el 

caso, con la participación de su familia, el apoyo profesional y comunitario. Los principios 

orientadores de dichas medidas son el respeto a los derechos humanos, civiles y sociales, 

la formación integral del adolescente y la búsqueda de su adecuada convivencia familiar y 

social conforme lo establece la Convención sobre los Derechos del Niño en su artículo 

40.1.- 

 

Artículo 106º: La elección de las medidas deberá tener en cuenta los fines de esta ley y las 

circunstancias que rodearon el hecho, pudiendo adoptarse en forma sucesiva, simultánea o 

progresiva, con determinación específica de su duración, finalidad y las condiciones en 

que deberán ser cumplidas. El efectivo seguimiento de medidas judiciales dispuestas por el 

juez o tribunal será efectuado por el Equipo Técnico Interdisciplinario y/o Organismo 

Administrativo de Protección de Derechos. Previo a la audiencia integrativa de sentencia  

informaran al juez o tribunal sobre el resultado del seguimiento de las medidas judiciales 

dispuestas. 

Las medidas judiciales que podrán sugerirse son: 

a. Disculpas a la víctima; 

b. Reparación no pecuniaria del daño causado; 

c. Prestación de servicios a la comunidad; 

d. Órdenes de orientación y supervisión.- 

 

Artículo 107º: INTEGRACIÓN DE SENTENCIA. El día y la hora oportunamente fijados 

se llevará a cabo la audiencia integrativa de sentencia a los fines de resolver la necesidad 

de aplicar o no una sanción conforme la evaluación de las medidas judiciales impuestas en 

la sentencia y los resultados de los dictámenes emitidos por el equipo técnico 

interdisciplinario y el organismo administrativo cuando hubieren tenido intervención. 

El juez o tribunal oirá a las partes, al equipo técnico interdisciplinario, a los profesionales 

intervinientes del organismo administrativo y posteriormente resolverá, por auto fundado, 

sobre el resultado alcanzado y la necesidad de aplicar o no una sanción conforme la 

legislación de fondo y la presente ley.- 

 

CAPÍTULO IX 

ADOLESCENTES NO PUNIBLES 
ARTÍCULO 108º: REGLA GENERAL. Presumida la intervención de la persona menor de 

edad no punible y comprobada la existencia de un hecho calificado por la ley penal como 

delito, distinto a los establecidos en el artículo 109, y no peticionando el adolescente su 

derecho al proceso penal, el fiscal elevará las actuaciones al juez de garantías. 

El juez de garantías declarará la no punibilidad de la persona menor de edad y 

comunicará al órgano administrativo de protección de derechos a efectos que el mismo 

adopte las medidas de protección respectivas, si correspondieran. Esta resolución no 

importará declaración alguna sobre la participación del adolescente en el hecho 

investigado por el fiscal.- 

 

ARTÍCULO 109º: PROCESABILIDAD. Los adolescentes mayores de catorce (14) y 

menores de dieciséis (16) años de edad únicamente podrán ser sujetos a proceso penal por 

delitos dolosos que se perpetraren contra la vida, contra la integridad sexual, lesiones 



graves y gravísimas,  y/o cometidos con armas de fuego.- 

 

ARTÍCULO 110º: DERECHO A LA PROCESABILIDAD. En aquellos supuestos en que 

la persona no punible cometa un delito diferente a los enunciados en el artículo anterior 

podrá solicitar, conjuntamente con su defensor y en su caso con el consentimiento de sus 

referentes o representantes legales, su derecho a ser sujeto de un proceso penal conforme 

los principios y garantías establecidos en esta ley.- 

 

ARTÍCULO 111º.- El procedimiento penal de los adolescentes no punibles se regirá por 

las normas establecidas en esta ley para las personas mayores de dieciséis (16) y menores 

de dieciocho (18) años de edad. En ningún caso se aplicarán medidas de coerción procesal 

en relación a  menores de edad no punibles.   

La sentencia resolverá sobre la cuestión atinente a la autoría y/o participación del 

adolescente en el hecho, remitiéndose copia al órgano administrativo de protección de 

derechos a los efectos que estime pertinente conforme esta ley.-  

 

CAPÍTULO X 

DE LOS MEDIOS ALTERNATIVOS AL  PROCESO PENAL Y/O LA SANCIÓN. 

DE LA REMISIÓN DE CASOS 
Artículo 112º: La remisión es la medida por la cual se evita la apertura de proceso penal 

al adolescente punible o se lo excluye del mismo una vez iniciado, con el fin de evitar los 

efectos negativos que éste pudiera ocasionar a su desarrollo integral.- 

 

Artículo 113º: ALCANCES DE LA MEDIDA. Solo podrá utilizarse cuando se disponga 

de pruebas de que el adolescente ha cometido el delito que se le endilga, que no se ha 

ejercido intimidación o presión sobre él para obtener esa admisión y que ese 

consentimiento no se utilizará contra él en ningún procedimiento legal ulterior. 

Deberá informarse al adolescente en forma adecuada y específica sobre la naturaleza, el 

contenido, la duración de la medida y las consecuencias de su incumplimiento.  

Las actividades que realice el adolescente como consecuencia de la Remisión del caso 

deberán ser de sencillo cumplimiento, estar de acuerdo con su edad, su desarrollo, sus 

potencialidades y expresamente determinadas en cuanto su naturaleza y duración.- 

 

Artículo 114°: IMPROCEDENCIA. La Remisión no procederá cuando se trate de 

infracciones tipificadas como delitos dolosos contra la vida, la integridad sexual, lesiones  

gravísimas y/o cometidos con armas.- 

 

Artículo 115º: OPORTUNIDAD. Al momento de la apertura de la investigación o luego de 

la audiencia de imputación y  en cualquier etapa posterior a la misma, el Fiscal, con 

acuerdo del adolescente y su defensor, podrá disponer la remisión del caso cuando el 

adolescente se comprometiera a seguir un programa de orientación. Previo a su 

otorgamiento se requerirá dictamen al equipo técnico interdisciplinario sobre la 

conveniencia de la medida.-  

 

Artículo 116º: AUDIENCIA. El juez o tribunal  en audiencia común, previo acuerdo de 

las partes y del querellante si lo hubiere, resolverá impartir pautas de conductas 

acordadas al adolescente, y/o remitirlo a programas comunitarios o de orientación.-  



 

Artículo 117º: LEGAJO DE REMISIÓN. Otorgada la Remisión, la misma quedará por 

fuera del proceso penal, el cual quedará paralizado y los plazos suspendidos a partir del 

acta de concesión, creándose un legajo de remisión. Al finalizar el plazo de la remisión o 

ante el incumplimiento de las pautas acordadas, los profesionales del equipo técnico 

interdisciplinario u organismo encargado del seguimiento de las mismas elevarán un 

informe al magistrado o funcionario interviniente, comunicando el resultado de la misma.- 

 

Artículo 118º: TIEMPO DE LA REMISIÓN. RESULTADO DE  LA MEDIDA. El 

tiempo máximo de la remisión será de un (1) año, a partir de su otorgamiento. Una vez 

cumplido el plazo, si el remitido cumplió con las pautas acordadas, y no haya sido 

condenado por un nuevo delito se dispondrá el sobreseimiento o absolución del imputado, 

fundado en la ausencia de necesidades preventivas de pena. En caso de incumplimiento, se 

podrá disponer la revocación de la remisión acordada y la continuidad del trámite 

judicial.-  

 

DE LA MEDIACIÓN PENAL JUVENIL 
Artículo 119°: SOLICITUD. La Mediación Penal Juvenil podrá ser solicitada por el 

Fiscal, la víctima, el Defensor del adolescente imputado, con el consentimiento expreso de 

éste y el del representante del Ministerio Pupilar, hasta la  apertura de la etapa de juicio.  

La Mediación no procederá cuando se trate de infracciones tipificadas como delitos 

dolosos contra la vida, la integridad sexual, lesiones  gravísimas y/o delitos cometidos con 

armas de fuego y previo a su otorgamiento se requerirá dictamen al equipo técnico 

interdisciplinario sobre la conveniencia de la medida.  

Una vez solicitada, consentida y declarado  abierto el procedimiento de la Mediación 

Penal Juvenil, se suspenden las la actuaciones  y los  plazo de la prescripción.  

El procedimiento se regirá por los principios de voluntariedad, confidencialidad, 

celeridad, informalidad,  gratuidad y  neutralidad e imparcialidad de los mediadores.-  

 

Artículo 120°: ACUERDO. Si las partes arribaran un acuerdo por encontrar satisfechas 

sus pretensiones, se labrará un acta y se dejará constancia de los alcances del mismo, 

remitiéndose al magistrado interviniente para su homologación. El acuerdo arribado no 

implicará la asunción de culpabilidad por parte del adolescente. 

La suspensión de las actuaciones subsistirá  hasta el efectivo cumplimiento  de las 

obligaciones asumidas. 

En caso de comprobarse el incumplimiento de aquellas en el plazo acordado, se dejará 

constancia de dicha circunstancia, procediéndose al desarchivo del proceso y a la 

continuación de su trámite.  

Para el caso, de no arribar a un acuerdo entre las partes, tal circunstancia se plasmará en 

la causa, lo cual no constituirá antecedente alguno para adolescente imputado.-  

 

Artículo 121º: ARCHIVO DEFINITIVO. EFECTOS. En los acuerdos en que las partes 

hayan dado enteramente por satisfechas sus pretensiones se procederá al archivo definitivo 

de las actuaciones, no pudiendo promover nuevamente la acción por ese hecho.-  

 

CAPÍTULO XI 

PROCEDIMIENTO ABREVIADO 



Artículo 122º: OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Desde la intimación de los hechos y hasta 

la apertura del debate, el adolescente imputado podrá solicitar la aplicación del 

procedimiento abreviado mediante la presentación al juez o tribunal de un acuerdo con el 

fiscal. 

Esta solicitud tendrá el reconocimiento circunstanciado de su participación en el hecho de 

apertura de causa, la consignación de un límite máximo de garantía de una eventual pena 

y consecuentemente, la expresa conformidad del adolescente y su defensor. 

De la solicitud efectuada el  juez o tribunal, bajo sanción de nulidad, correrá vista al 

representante del Ministerio Pupilar, quien deberá contar con auxilio  del Equipo Técnico 

Interdisciplinario a los fines dictaminar sobre la conveniencia para el adolescente de lo 

acordado. El representante del Ministerio Pupilar deberá instar el  rechazo del acuerdo 

en caso que no surjan pruebas suficientes para la autoincriminación del adolescente en el 

hecho que se le endilga.-  

 

Artículo 123º: AUDIENCIA. Cuando se hubiere solicitado el procedimiento abreviado, el 

Juez o Tribunal se constituirá al efecto con la presencia de las partes y previo 

interrogatorio de identificación, ordenará la lectura de la solicitud, hará conocer al 

adolescente Imputado de manera clara, precisa y en un lenguaje que pueda comprender los 

alcances y consecuencias del acuerdo y le requerirá nuevamente su aceptación. 

Si la ratificación no se produjera devolverá la causa para la continuación de su trámite y 

ordenará la destrucción del incidente que contiene el acuerdo. La tramitación del 

procedimiento abreviado no podrá ser valorada en ningún sentido y, bajo sanción de 

nulidad en las instancias procesales ulteriores. Tampoco podrá actuar el mismo Juez o 

Tribunal. 

Si el acuerdo fuere ratificado por el adolescente Imputado, el juez o Tribunal oirá al 

Fiscal, al Ministerio Pupilar, a la Víctima y al Querellante, si lo hubiere. 

Si el Juez o Tribunal no admitiere el acuerdo en razón de la necesidad de un mejor 

conocimiento de los hechos, o su discrepancia fundada con la calificación legal admitida, 

o por entenderlo contrario al interés superior del joven, procederá de conformidad al 

párrafo anterior. Caso contrario el Juez o Tribunal, dictará sentencia basándose en las 

pruebas recogidas en la Investigación Penal Preparatoria, debiendo expedirse sólo sobre 

la calificación legal del hecho y responsabilidad penal del encausado de conformidad con 

el capítulo VIII de la presente ley, postergando el análisis sobre la necesidad y eventual 

graduación de pena hasta la audiencia de integración de sentencia. 

La pena acordada por las partes sólo vinculará al Juez como límite máximo, no obstando, 

en cambio, su reducción ni la absolución por ausencia de necesidad de la misma conforme 

a las circunstancias que se analizaren en la cesura del juicio.- 

 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 
Artículo 124º: El Superior Tribunal de Justicia y los Ministerios Públicos de la Provincia 

de Entre Ríos deberán proveer la capacitación permanente y especializada, a Magistrados, 

Funcionarios y  personal encargados de aplicar la presente ley.- 

 

Artículo 125º: Hasta tanto se reforme la Ley Nacional Nº 22.278 que regula el actualmente 

denominado Régimen Penal de Menores; las disposiciones de la presente ley deberán ser 

interpretadas y aplicadas con arreglo a los principios establecidos en los arts. 37 y 40 de 

la Convención sobre los Derechos del Niño, en el art. 19 de la Ley Nacional 26061, su 



decreto reglamentario 415/2006 y Acuerdo General del S.T.J.E.R Nº 13/13 del 14/05/2013 

– Pto. 7°-, de modo de garantizar a los niños y adolescentes imputados de la comisión de 

un delito el pleno respeto de los derechos consagrados en el ordenamiento jurídico 

nacional y en los tratados internacionales sobre derechos humanos.”.- 

 

ARTÍCULO 2º: Deróganse el Capítulo III de la Ley Provincial Nº 9.324, y 

los artículos 22º, 62º y 63º de la Ley Provincial N° 9.861. 

 

ARTÍCULO 3º: De forma. 

 

Paraná, Sala de Comisiones, 18 de Mayo de 2016.- 
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